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No resulta un hecho controvertido que desde la apertura del presente juicio
sucesorio el día 19/02/1998, sus dos hijos, pese a que continuaron habitando el
inmueble relicto, solo la apelante concurrió a hacer valer sus derechos como hija
de la causante, conforme se desprende de la causa física que se tiene a la vista.
Asimismo, tampoco se ha cuestionado que el hermano de la apelante fue
debidamente notificado el día 24/04/1998 del inicio del sucesorio y, frente a ello
guardó silencio, falleciendo con fecha 05/11/2018. Recién los hijos del hermano
fallecido se han presentado a invocar sus derechos, luego de 20 años de la
apertura de la presente causa. Como es sabido, “la declaratoria de herederos
debe dictarse en favor de los que se han presentado, prescindiendo de los que
no han concurrido, sin perjuicio de que la misma podrá ser ampliada por el juez
en cualquier estado del proceso a petición de parte legítima, si correspondiere”.
Es que en materia sucesoria no puede la justicia suplir de oficio la voluntad de
las partes incluyendo en la declaratoria de herederos a personas que en ningún
momento manifestaron de manera expresa o tácita ya sea por vía de
comparecencia concreta al sucesorio (párr. 2, art. 3319, Código Civil) o por un
acto jurídico que no podía ejecutar legalmente sino como propietario de la
herencia (art. 3319 in fine y 3320), su intención de ser reconocidos como tales. A
tenor de los fundamentos expresados y habiendo transcurrido el plazo previsto
en el art. 3313, Código Civil, sin que el hermano fallecido haya formulado
expresa o tácitamente su intención de ser considerado heredero de la causante,
le asiste razón a la recurrente en tanto pretende se rechace la ampliación de la
declaratoria de herederos oportunamente dictada. Por lo expuesto, se admiten
las quejas vertidas y en consecuencia se revoca la resolución apelada en cuanto
admite ampliar la declaratoria de herederos.
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 Aceptación de la herencia 

Si bien la calidad de heredero se posee desde la misma muerte del causante de
la sucesión, la aceptación o renuncia es un requisito necesario y a nadie se
puede imponer dicha calidad de heredero en contra de su voluntad. Es que el
juez no puede de oficio suplir la voluntad de las partes, así, quien no ha ejercido
el derecho de opción de aceptar o renunciar a la herencia, no debe ser incluido
en la declaratoria de herederos. El transcurso del plazo previsto en el artículo
3313 produce una auténtica caducidad del derecho hereditario, ya que el
llamado a suceder que ha guardado silencio por el plazo de veinte años,
mientras otros hayan aceptado, pasará a ser un extraño a la sucesión. Caduca,
no sólo el derecho de optar entre aceptar o repudiar la herencia, sino que como
corolario de ese silencio pierde también la posibilidad de ser heredero. Por otro
lado, el plazo de veinte años otorgado al heredero para optar que venimos
analizando, tiene como presupuesto la inexistencia de terceros interesados en el
pronunciamiento del llamado a la sucesión, ya que si los hubiere, sería
inaceptable imponerles la quieta espera para aguardar el conocimiento de quién
es el legitimado pasivamente contra el cual dirigir sus acciones. Por ello,
previendo esta circunstancia, Vélez dispuso del art. 3314 que establece que
“Los terceros interesados pueden exigir que el heredero acepte o repudie la
herencia en un término que no pase de treinta días, sin perjuicio de lo que se
dispone sobre el beneficio de inventario”. De esta forma, nada impedía a los
herederos eventuales (en este caso los nietos de la causante) ejercer los
derechos previstos en el derogado código civil para actualizar su vocación
hereditaria.

 Aceptación de la herencia 

El artículo 3313 del Código Civil que dispone que “El derecho de elegir entre la
aceptación y renuncia de la herencia se pierde por el transcurso de veinte años,
desde que la sucesión se abrió”. Sostiene Maffía que la aceptación de la
herencia es el acto entre vivos, unilateral, mediante el cual la persona llamada a
la herencia manifiesta su decisión de convertirse en heredero y asumir los
derechos y obligaciones inherentes a esa condición. Como ya se ha dicho, ajena
a nuestra concepción sucesoria la categoría de herederos necesarios, no porque
una persona sea llamada por la ley o por el testamento a la sucesión del
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causante se trasforma, por ese solo hecho, en sucesor: es necesario, además,
que se produzca su aceptación. Ésta, por tanto, cumple la función jurídica de
perfeccionar el derecho en pendencia que confiere la vocación y, haciendo
propia la herencia, convierte al sucesible en sucesor. La doctrina sucesoria ha
desarrollado numerosas posturas con diversas consecuencias alrededor de la
referida previsión legal. Entre las principales podemos encontrar: 1) la que
sostiene que el vencimiento del plazo de veinte años hace que lo que se pierda
sea el derecho a renunciar, con lo que el presunto heredero queda como
aceptante; 2) la que considera que quien ha dejado transcurrir dicho tiempo sin
efectuar ningún acto de aceptación expresa o tácita de la herencia, es porque no
tiene interés en ella, por lo tanto, debe ser tenido por renunciante y lo que pierde
es el derecho de aceptar; y 3) la que interpreta que debe verificarse si quien
guarda silencio está frente a otros herederos que han aceptado, situación en que
se lo considerará renunciante, este último es el criterio mayoritario aplicado en
doctrina y jurisprudencia y sostenido por Vélez en la nota al artículo 3313, al
señalar que “Lo contrario sucede en el caso en que el heredero que se ha
abstenido, se encuentre en presencia de otros herederos que han aceptado la
sucesión. El silencio del heredero que se ha abstenido equivale a una renuncia
por su parte y pierde la facultad de aceptar”.

 Aceptación de la herencia 

Acreditado que el fallecimiento de la causante ocurrió el día 07/02/1998, con
anterioridad al 1° de agosto de 2015 –fecha en que entró en vigencia el Código
Civil y Comercial de la Nación- , la cuestión debe dirimirse, coincidiendo con la
recurrente-, de conformidad con el Código Civil Velezano y no por la nueva
legislación del Código Civil y Comercial de la Nación. La muerte produjo la
apertura del juicio sucesorio, y la transmisión de la herencia a las personas
llamadas a recogerlas, quedando así constituida con ese fallecimiento una
situación jurídica de efectos instantáneos, que trae por consecuencia que los
derechos de los herederos deban ser juzgados por la ley vigente en aquel
momento. Así, la muerte produce la apertura de la sucesión y la transmisión de
la herencia a las personas llamadas a recogerla y con ese fallecimiento queda
constituida una situación jurídica de efectos instantáneos lo que trae por
consecuencia que los derechos de los herederos deben ser juzgados por la ley
vigente en aquel momento, ya que pretender que se aplique una ley posterior al
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hecho indicado, cuando ya operó el traspaso de los derechos a favor del
heredero, importa una aplicación retroactiva que conculcaría garantías
constitucionales. En definitiva, lo determinante para la aplicación de la ley será la
fecha de muerte del causante, porque es lo que causa la apertura de la sucesión
y la transmisión de su herencia a las personas llamadas a sucederle por
testamento o por ley (conf. arts. 2277 y 2280); si es anterior al 1° de agosto de
2015 se regirá por el código de Vélez y si es posterior por el nuevo código civil y
comercial. Por ende aplicar al caso en análisis el código civil y comercial, o lo
que es más grave aún, un sistema mixto entre ambos códigos (derogado y
actual) importaría imponer a los coherederos un efecto retroactivo, que afectaría
su derecho de propiedad.

 Aceptación de la herencia 

No resulta controvertido ni en la doctrina ni en la jurisprudencia que la
declaratoria de herederos no causa estado ni tiene efecto de cosa juzgada en el
sentido material. Atento su carácter o naturaleza jurídica, ésta vale sólo en
cuanto ha lugar por derecho, al haber sido dictada sin perjuicio de terceros.
Entonces, es considerada como una sentencia obtenida en un juicio meramente
voluntario, sin contradicción, que no causa estado, ni tiene efecto de cosa
juzgada, porque se limita a declarar quienes han declarado su derecho. Sin
embargo, “el dictado de dicho acto procesal crea una “situación determinada de
derecho” a favor de las personas instituidas en la declaratoria, que permanece
estable hasta tanto no se arribe a un resultado diverso por vía de su reforma o
ampliación -evento que puede no concurrir nunca-, configurándose una fuente
reguladora, especialmente frente a terceros, de la situación jurídica creada con
motivo del fallecimiento del causante y generadora de efectos expresamente
previstos por las normas procesales y de fondo”. Y tal estado de cosas
permanece inalterable mientras no sobrevenga alguna circunstancia susceptible
de determinar la ampliación, reforma, nulidad, exclusión, etc.

Texto completo de la sentencia.-
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Y VISTOS. CONSIDERANDO:
I.- Han sido elevadas las presentes actuaciones para el tratamiento del recurso
deducido a fojas web 812/812 por la heredera declarada en autos Nélida Emilia
Rebello, contra la resolución de fojas web 811/811, que resolvió ampliar la
declaratoria de herederos de fojas 28, en el sentido que por fallecimiento de
Emilia Ángela Montolio le sucede también en carácter de único y universal
heredero su hijo Jorge Abelardo Rebello.
Con el memorial obrante a fojas web 814/820, se tuvo por fundada la apelación
interpuesta, mereciendo respuesta de los hijos del fallecido Jorge Abelardo
Rebello, -heredero declarado en la resolución apelada-, a fojas web 822/825.
Sostiene la recurrente, que su hermano Jorge Abelardo Rebello, nunca aceptó la
herencia de su madre, fallecida el día 07/02/1998, contrastando ello con su
posición asumida. Agrega que tras abrirse la sucesión en cuestión, se notificó al
coheredero de dicha circunstancia, pero nunca se presentó a derecho, a los
fines de manifestar si aceptaba o no la herencia. Resalta que el hecho de
continuar habitando en el mismo domicilio que lo hacían junto a su progenitora,
no resulta suficiente como conducta idónea para ser considerado como
"aceptante tácito".
Asimismo, considera que la ampliación de la declaratoria de herederos
dispuesta, es producto de una errónea e incompleta apreciación y valoración de
la normativa aplicable, en atención a que el deceso de la causante se produjo en
el año 1998, debiendo dirimirse la cuestión de conformidad con lo dispuesto por
el Código Civil.
Por su parte, el Sr. Fiscal de Cámara, dictaminó a fojas web 833/843,
propiciando confirmar la decisión de grado.
II.- En lo que constituye materia de agravios, no resulta controvertido ni en la
doctrina ni en la jurisprudencia que la declaratoria de herederos no causa estado
ni tiene efecto de cosa juzgada en el sentido material. Atento su carácter o
naturaleza jurídica, ésta vale sólo en cuanto ha lugar por derecho, al haber sido
dictada sin perjuicio de terceros.
Entonces, es considerada como una sentencia obtenida en un juicio meramente
voluntario, sin contradicción, que no causa estado, ni tiene efecto de cosa
juzgada, porque se limita a declarar quienes han declarado su derecho.
Sin embargo, "el dictado de dicho acto procesal crea una "situación determinada
de derecho" a favor de las personas instituidas en la declaratoria, que
permanece estable hasta tanto no se arribe a un resultado diverso por vía de su
reforma o ampliación -evento que puede no concurrir nunca-, configurándose
una fuente reguladora, especialmente frente a terceros, de la situación jurídica
creada con motivo del fallecimiento del causante y generadora de efectos
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expresamente previstos por las normas procesales y de fondo" (Morello,
Naturaleza jurídica de la declaratoria de herederos, JA, 1969-III-29).
Y tal estado de cosas permanece inalterable mientras no sobrevenga alguna
circunstancia susceptible de determinar la ampliación, reforma, nulidad,
exclusión, etc.
Efectuadas las consideraciones generales que anteceden, diremos, que en el
caso que nos ocupa, a fojas web 695/698 se presentan Juan Pablo Rebello,
Federico Abelardo Rebello y Julieta Victoria Rebello, en carácter de herederos
de Jorge Abelardo Rebello, -fallecido el 05/11/2018- hijo de la causante en
autos, y solicitan ampliación de la declaratoria de herederos dictada en autos a
favor de Nélida Emilia Rebello, también hija de la causante, incluyéndose a su
progenitor.
III.- Ley Aplicable
El artículo 7 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece que "...A partir
de su entrada en vigencia, las leyes se aplican a las consecuencias de las
relaciones y situaciones jurídicas existentes. Las leyes no tienen efectos
retroactivo, sean o no de orden público, excepto disposición en contrario. La
retroactividad establecida por la ley no puede afectar derechos amparados por
garantías constitucionales. Las nuevas leyes supletorias no son aplicables a los
contratos en curso de ejecución, con excepción de las normas más favorables al
consumidor en las relaciones de consumo".
El artículo a estudio, salvo el agregado final, que dispone "...con excepción de
las normas más favorables al consumidor en las relaciones de consumo",
reproduce el artículo 3° del Código Civil (conf. Ley 17711) y al igual que este
establece: a) la regla de aplicación inmediata del nuevo ordenamiento y b) la
barrera a la aplicación retroactiva (conf. Kemelmajer de Carlucci, Aída "El
artículo 7 del Código Civil y Comercial y los expedientes en trámite en los que no
existe sentencia firme", L.L. del 22/04/2015).
El efecto inmediato es el efecto propio y normal de toda ley ella se aplica
inmediatamente después de haber sido sancionada. Es el sistema que ya tenía
el Código Civil argentino. Consiste en que la nueva ley se aplica a I) las
relaciones y situaciones jurídicas que se constituyan en el futuro, II) las
relaciones y situaciones jurídicas existentes, en cuanto no estén agotadas, III)
las consecuencias que no hayan operado todavía. Es decir, la ley toma a la
relación ya constituida (por ejemplo, una obligación) o la situación (por ejemplo,
el matrimonio) en el estado en que se encontraba al tiempo en el que la nueva
ley es sancionada, pasando a regir los tramos de su desarrollo aún no
cumplidos. Los cumplidos, en cambio, están regidos por la ley vigente en que se
desarrollaron (conf. Herrera, Marisa - Caramelo Diaz, Gustavo - Picasso,
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Sebastían, "Código Civil y Comercial de la Nación, comentado", tomo I, "Título
preliminar y Libro Primero", página 25 y siguientes).
Sucede que este "tocar" relaciones pasadas no implica retroactividad porque
solo afecta efectos o tramos futuros. El nuevo ordenamiento no se proyecta atrás
en el tiempo, ni altera el alcance jurídico de las situaciones y consecuencias de
los hechos y actos realizados y agotados en su momento bajo un determinado
dispositivo legal (conf. código cit., página 26).
Esta solución de derecho transitorio se basó en la teoría de Roubier respecto de
la noción de situación jurídica y al principio del efecto inmediato de la ley nueva
que triunfó en el III Congreso Nacional de Derecho Civil. Así, este autor
considera que en toda situación jurídica los aspectos dinámicos son los de
creación o constitución y de extinción, cuando ésta se ha concluido o consumido
la nueva ley no puede volver sobre ella. En cambio, cuando la situación jurídica
tiene efectos posteriores a la entrada en vigor de la nueva ley que se proyectan
en el tiempo, le es aplicable el principio del efecto inmediato de la nueva ley
(ROUBIER, Paul, Les conflits des lois le temps, Paris, 1929, BORDA, Guillermo,
Efectos de la ley con relación al tiempo, ED 28-810; BELLUSCIO, ZANNONI,
Código Civil anotado, T I, Astrea, p. 20; MOISSET de ESPANÉS, Irretroactividad
de la ley y el nuevo art. 3 del Código Civil, Universidad Nacional de Córdoba,
1976).
Citando a Roubier se ha distinguido las situaciones en curso que son alcanzadas
por la nueva ley a partir de su entrada en vigencia.
En este sentido respecto de las leyes que gobiernan la creación o extinción de
las situaciones jurídicas, el principio admitido es que tales leyes toman la
situación en curso de constitución o extinción a partir de la entrada en vigencia.
En las situaciones de formación continua o sucesiva, la ley nueva respeta los
elementos ya reunidos bajo la ley precedente pero puede modificarlos
agregando condiciones nuevas. Respecto de las leyes que gobiernan el
contenido y los efectos de las situaciones jurídicas, la opinión dominante
introduce una distinción entre las situaciones legales en curso y las situaciones
contractuales en curso, las primeras se regularán por la nueva ley para los
efectos posteriores a esta ley; mientras las leyes nuevas no actúan respecto de
los contratos en curso de ejecución (ROUBIER, Le droit transitoire, Paris 1960,
n° 37, p. 173, LAVALLE COBO, Jorge E, com. art. 3 Código Civil comentado
dirigido por BELLUSCIO, Augusto C. y coordinado por ZANNONI, Eduardo, T 1,
p. 17).
Especificaba Borda en su ponencia presentada en III Congreso Nacional de
Derecho Civil, siguiendo a Roubier la distinción entre el concepto de
retroactividad y el efecto inmediato de la ley (Ponencia citado en ED 36-732) Y
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agregaba que "la situación jurídica objetiva es permanente; los poderes que de
ella derivan son susceptibles de ejercerse indefinidamente, sin que por ello
desaparezca la situación o poder, está organizada por la ley de modo igual para
todos. Ejemplos característicos son el derecho de propiedad y, en general, todos
los derechos reales; la situación de padre, hijo, esposo, etc. (BORDA, Guillermo,
Efectos de la ley con relación al tiempo, ED 28-810).
De la misma forma lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia aplicando las
leyes nuevas a los efectos en curso de la relación nacida bajo el imperio de la
ley antigua (Fallos 327:1139; 306:1160; 318:2438; 325:28, 331:2628; ED 67-412
y ED 72-597 citados por JUNYENT BAS, Francisco, en El derecho transitorio. A
propósito del artículo 7 del Código Civil y Comercial, LL del 27 de abril de 2015;
CS agosto 6- 2015, D.I.P., V.G. y otros c. R. de E. C. y C. de las P. Amparo,
AR/JUR/2583/2015 y Suplemento LL Constitucional septiembre 2015; ver
también RIVERA, Julio César "Aplicación del código civil y comercial a los
procesos judiciales en trámite. y otras cuestiones que debería abordar el
congreso" LL 2015-C, 645).
Sobre la cuestión, y en cuanto a la primera queja de la apelante, en punto a la
norma aplicable al caso, diremos, que acreditado que el fallecimiento de la
causante Montolio Emilia Ángela, ocurrió el día 07/02/1998, con anterioridad al
1° de agosto de 2015 - fecha en que entró en vigencia el Código Civil y
Comercial de la Nación- , la cuestión debe dirimirse, coincidiendo con la
recurrente-, de conformidad con el Código Civil Velezano y no por la nueva
legislación del Código Civil y Comercial de la Nación.
La muerte de Emilia Ángela Montolio, produjo la apertura del juicio sucesorio, y
la transmisión de la herencia a las personas llamadas a recogerlas, quedando
así constituida con ese fallecimiento una situación jurídica de efectos
instantáneos, que trae por consecuencia que los derechos de los herederos
deban ser juzgados por la ley vigente en aquel momento (el subrayado es de
nuestra autoría).
Así, la muerte produce la apertura de la sucesión y la transmisión de la herencia
a las personas llamadas a recogerla y con ese fallecimiento queda constituida
una situación jurídica de efectos instantáneos lo que trae por consecuencia que
los derechos de los herederos deben ser juzgados por la ley vigente en aquel
momento, ya que pretender que se aplique una ley posterior al hecho indicado,
cuando ya operó el traspaso de los derechos a favor del heredero, importa una
aplicación retroactiva que conculcaría garantías constitucionales (MEDINA,
Graciela y ROLLERI, Gabriel "Derecho de las Sucesiones", Abeledo Perrot,
Buenos Aires, 2017, pág. 63).
En definitiva, lo determinante para la aplicación de la ley será la fecha de muerte
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del causante, porque es lo que causa la apertura de la sucesión y la transmisión
de su herencia a las personas llamadas a sucederle por testamento o por ley
(conf. arts. 2277 y 2280); si es anterior al 1° de agosto de 2015 se regirá por el
código de Vélez y si es posterior por el nuevo código civil y comercial.
Por ende aplicar al caso en análisis el código civil y comercial, o lo que es más
grave aún, un sistema mixto entre ambos códigos (derogado y actual) importaría
imponer a los coherederos un efecto retroactivo, que afectaría su derecho de
propiedad.
IV.- Aceptación de la herencia
En dicho marco legal aplicable, nos encontramos con el artículo 3313 del Código
Civil que dispone que "El derecho de elegir entre la aceptación y renuncia de la
herencia se pierde por el transcurso de veinte años, desde que la sucesión se
abrió".
Sostiene Maffía que la aceptación de la herencia es el acto entre vivos,
unilateral, mediante el cual la persona llamada a la herencia manifiesta su
decisión de convertirse en heredero y asumir los derechos y obligaciones
inherentes a esa condición. Como ya se ha dicho, ajena a nuestra concepción
sucesoria la categoría de herederos necesarios, no porque una persona sea
llamada por la ley o por el testamento a la sucesión del causante se trasforma,
por ese solo hecho, en sucesor: es necesario, además, que se produzca su
aceptación. Ésta, por tanto, cumple la función jurídica de perfeccionar el derecho
en pendencia que confiere la vocación y, haciendo propia la herencia, convierte
al sucesible en sucesor. (MAFFIA, Jorge O. "Manual de Derecho Sucesorio"
Tomo I pág 136 , ed. Depalma, 1999)
La doctrina sucesoria ha desarrollado numerosas posturas con diversas
consecuencias alrededor de la referida previsión legal (ver BELLUSCIO, Augusto
C. "El derecho de opción del llamado a la herencia" LL 1995-E, 879). Entre las
principales podemos encontrar:
1) la que sostiene que el vencimiento del plazo de veinte años hace que lo que
se pierda sea el derecho a renunciar, con lo que el presunto heredero queda
como aceptante; 2) la que considera que quien ha dejado transcurrir dicho
tiempo sin efectuar ningún acto de aceptación expresa o tácita de la herencia, es
porque no tiene interés en ella, por lo tanto, debe ser tenido por renunciante y lo
que pierde es el derecho de aceptar; y 3) la que interpreta que debe verificarse si
quien guarda silencio está frente a otros herederos que han aceptado, situación
en que se lo considerará renunciante, este último es el criterio mayoritario
aplicado en doctrina y jurisprudencia y sostenido por Vélez en la nota al artículo
3313, al señalar que "Lo contrario sucede en el caso en que el heredero que se
ha abstenido, se encuentre en presencia de otros herederos que han aceptado
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la sucesión. El silencio del heredero que se ha abstenido equivale a una
renuncia por su parte y pierde la facultad de aceptar".
Si bien la calidad de heredero se posee desde la misma muerte del causante de
la sucesión, la aceptación o renuncia es un requisito necesario y a nadie se
puede imponer dicha calidad de heredero en contra de su voluntad. (CNCIV,
Sala G, 26/06/1989 "Di Fiori, María M." TR L.L. 2/20605). Es que el juez no
puede de oficio suplir la voluntad de las partes, así, quien no ha ejercido el
derecho de opción de aceptar o renunciar a la herencia, no debe ser incluido en
la declaratoria de herederos.
El transcurso del plazo previsto en el artículo 3313 produce una auténtica
caducidad del derecho hereditario, ya que el llamado a suceder que ha guardado
silencio por el plazo de veinte años, mientras otros hayan aceptado, pasará a ser
un extraño a la sucesión. Caduca, no sólo el derecho de optar entre aceptar o
repudiar la herencia, sino que como corolario de ese silencio pierde también la
posibilidad de ser heredero.
Por otro lado, el plazo de veinte años otorgado al heredero para optar que
venimos analizando, tiene como presupuesto la inexistencia de terceros
interesados en el pronunciamiento del llamado a la sucesión, ya que si los
hubiere, sería inaceptable imponerles la quieta espera para aguardar el
conocimiento de quién es el legitimado pasivamente contra el cual dirigir sus
acciones. Por ello, previendo esta circunstancia, Vélez dispuso del art. 3314 que
establece que "Los terceros interesados pueden exigir que el heredero acepte o
repudie la herencia en un término que no pase de treinta días, sin perjuicio de lo
que se dispone sobre el beneficio de inventario". De esta forma, nada impedía a
los herederos eventuales (en este caso los nietos de la causante) ejercer los
derechos previstos en el derogado código civil para actualizar su vocación
hereditaria.
Ahora bien, no resulta un hecho controvertido, que desde la apertura del
presente juicio sucesorio el día 19 de febrero de 1998, sus dos hijos -Jorge
Abelardo Rebello y Nélida Emilia Rebello-, pese a que continuaron habitando el
inmueble relicto, solo la apelante concurrió a hacer valer sus derechos como hija
de la causante, conforme se desprende de fojas 7/8 de la causa física que se
tiene a la vista.
Asimismo, tampoco se ha cuestionado que el hermano de la apelante fue
debidamente notificado el día 24 de abril de 1998 del inicio del sucesorio
(conforme cedula obrante a fojas 12) y, frente a ello guardó silencio, falleciendo
con fecha 05/11/2018.
Recién a fojas web 695/698, los hijos de Jorge Abelardo Rebello, se han
presentado a invocar sus derechos, luego de 20 años de la apertura de la
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presente causa.
Como es sabido, "la declaratoria de herederos debe dictarse en favor de los que
se han presentado, prescindiendo de los que no han concurrido, sin perjuicio de
que la misma podrá ser ampliada por el juez en cualquier estado del proceso a
petición de parte legítima, si correspondiere" (Elena I. Highton- Beatriz A. Areán,
"Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, concordado con los códigos
provinciales. Análisis doctrinal y jurisprudencial". T° 13, pág. 536, Ed.
Hammurabi, año 2010).
Es que en materia sucesoria no puede la justicia suplir de oficio la voluntad de
las partes incluyendo en la declaratoria de herederos a personas que en ningún
momento manifestaron de manera expresa o tácita ya sea por vía de
comparecencia concreta al sucesorio (art. 3319, 2do párrafo) o por un acto
jurídico que no podía ejecutar legalmente sino como propietario de la herencia
(art. 3319 in fine y 3320), su intención de ser reconocidos como tales.
A tenor de los fundamentos expresados y habiendo transcurrido el plazo previsto
en el artículo 3313 del código civil sin que el sr. Jorge Abelardo Rebello haya
formulado expresa o tácitamente su intención de ser considerado heredero de la
causante, le asiste razón a la recurrente en tanto pretende se rechace la
ampliación de la declaratoria de herederos oportunamente dictada en autos el
día 21 de diciembre de 1998.
Por lo expuesto, oído el señor Fiscal General, SE RESUELVE: Admitir las quejas
vertidas a fojas web fojas web 814/820 y en consecuencia se revoca la
resolución de fojas web 811/811, en cuanto admite ampliar la declaratoria de
herederos dictada a fojas 28. Las costas de Alzada, en atención a las
particularidades del caso, se imponen por su orden (conf. art. 68, segundo
párrafo del Código Procesal). Regístrese, protocolícese, notifíquese a las partes
a los domicilios electrónicos constituidos en el Sistema de Administración de
Usuarios (SAU). La presente será remitida al Centro de Información Judicial para
su publicación en los términos dispuestos por la Ley 26865, su Decreto
reglamentario 894/13 y las acordadas de la CSJN 15/13 y 24/13. Oportunamente
devuélvase a su juzgado de origen. La vocalía N°11 se encuentra vacante.
Gabriel G. Rolleri - Maximiliano L. Caia.
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